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COMISIÓN REDACTORA DEL ANTEPROYECTO DEL NUEVO CODIGO PROCESAL CIVIL Y COMERCIAL DE TUCUMAN (ANCPCCT)

Trabajo Grupo 2: María del Pilar Amenábar, Roberto Paz y José H. Sahián.
El Órgano Judicial. Las Partes: Los Terceros Frente al Proceso, Responsabilidad de Las Partes: Costas. 

Siguiendo los lineamientos del Código Procesal Civil Modelo para Iberoamérica de Montevideo de 1988 (CPCMI), el Código General del Proceso de Uruguay (CGPU), el Anteproyecto de Código Procesal Civil y Comercial de la Nación (ACPCCN), el Proyecto de Código Procesal General Modelo para la Justicia No Penal de Latinoamérica (CPGMJNPL), el trabajo “Bases para la Reforma Procesal Civil y Comercial” del Ministerio de Justicia de la Nación, el Anteproyecto de Reforma del Código Procesal Civil y Comercial de Mendoza (ACPCCM) entre otras propuestas de reformas procesales modernas, entendemos que la transformación legislativa debería ajustarse a los lineamientos que seguidamente se reseñan. 

ORGANO JUDICIAL


Indelegabilidad: El tribunal es titular de la potestad jurisdiccional en su integridad. Los funcionarios auxiliares sólo realizarán los actos permitidos por la ley, por delegación y bajo la dirección y responsabilidad del tribunal. Dicha delegación sólo abarcará la realización de actos auxiliares o de aportación técnica, cuando los funcionarios revistan la idoneidad respectiva. Las delegaciones sólo serán las expresamente permitidas por la ley y en ningún caso se referirán al diligenciamiento de la prueba. (Fuente: arts. 18 y 19 CGPU).
Competencia: Cuestiones de competencia, conflictos, prórroga, indelegabilidad, criterios de atribución
Consideramos conveniente mantener las reglas generales contenidas en los Capítulos I, II y III del Título 1, Libro Primero del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial de la Provincia de Tucumán (CPCCT), con las adecuaciones que exige la sanción y puesta en vigencia del nuevo Código Civil y Comercial Argentino (CCyC). El sistema vigente ha funcionado desde hace ya mucho tiempo sin mayores inconvenientes y se muestra adecuado para resolver las cuestiones de competencia que regularmente se plantean.

Recusación y Excusación

Recusación con causa: Proponemos mantener el sistema reglado en los arts. 16 y 17  CPCCT, con las modificaciones que requiera su adaptación al juicio por audiencias.

Recusación sin causa: El instituto tiene sus defensores  y sus críticos, pero los ordenamientos positivos han mantenido su vigencia. 

Se ha cuestionado a la recusación sin causa por considerársela un derecho de parte, de valor relativo, que no involucra la garantía constitucional de la inviolabilidad de la defensa en juicio, en el sentido de que la ley puede no contemplarla, retacearla y hasta negarla a unos no obstante concederla a otros (por ej., concederla a sólo uno de los litisconsortes, art.14 CPCCT y art. 14 CPN); y que no debería prevalecer frente al derecho de la contraparte a un juicio sin trabas o al valor de la institucionalidad jurisdiccional, que permite que una parte, sin más que expresar su voluntad, desplace de sus funciones a un juez privándolo del uso del poder jurisdiccional que le confiere la Constitución (Cfr. Rivas, Adolfo A., “Recusación sin causa (Ensayo axiológico)", Revista de Estudios Procesales dirigida por Adolfo Alvarado Velloso, Nº 7, marzo 1971, p. 109; “Recusación sin Causa y Gravedad Institucional”, DT 2012 (septiembre), 2473, La Ley Online: AR/DOC/4464/2012).  

Sin embargo parece haber prevalecido en el derecho positivo el criterio de proteger a los particulares permitiéndoles aventar toda duda sobre la imparcialidad del juez e impedir, al menos una vez, la intervención de un juez en el juicio. Claro está que esa protección se concede con un alcance limitado, de modo tal que no perturbe el adecuado funcionamiento de la organización judicial (Fenochietto, Carlos E., Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Comentado, anotado y concordado con los códigos provinciales, Astrea, 1999, t. 1, ap. b, y las citas de la nota 2).  

Consideramos prudente mantener el instituto, regulando la recusación sin causa como una facultad extraordinaria que nace limitada en un doble aspecto: de un lado, no es admisible en toda clase de juicios; por otro lado, en aquellos en que procede está restringida atendiendo a la oportunidad y al número de recusaciones posibles. El sistema deberá adaptarse al juicio por audiencias.

En orden los supuestos en los que no procede la recusación, proponemos que se mantenga el sistema del actual digesto procesal de Tucumán, que la excluye, sea la recusación  con o sin causa, en los supuestos reglados por el art. 29 CPCCT (juicios sumarísimos, tercerías, procesos voluntarios, diligencias preparatorias,  procesos conservatorios del título V, incidente de recusación, entre otros), a lo que habría que añadir la exclusión de la recusación en los procesos monitorios.

Deberes y Facultades

Nos referimos seguidamente a una serie de deberes y facultades que proponemos incluir, o incorporar  expresamente o mantener en vigor, con el objetivo de proporcionar máxima eficacia al deber-facultad de dirección del proceso que le compete a los jueces:

Deberes- Facultades cuya inclusión se propone:

1.- Los vinculados con la celebración de las audiencias. El juez debe  asistir a las audiencias, las que no se celebrarán sin su presencia bajo pena de nulidad. En la audiencia o cuando lo considere pertinente, el juez puede derivar a las partes a mediación, supuesto en el que los términos del expediente judicial quedan suspendidos por 30 días, plazo que puede prorrogarse por convenio de partes (Fuente: art. 34 inc. 1 del ACPCCN). 


2.- La facultad de  rechazar in limine la demanda cuando fuere manifiestamente improponible o cuando carezca de los requisitos formales exigidos por la ley (Fuente: art. 24 inc. 1 CGPU; art. 33 CPCMI).

3.- La facultad de rechazar in limine los incidentes que reiteren otros ya propuestos por la misma causa. (Fuente: art. 24 inc. 7 CGPU).

4.- La facultad de rechazar in limine la intervención de terceros cuando la petición carezca de los requisitos exigidos. (Fuente: art. 24 inc. 8 CGPU).

Deberes - Facultades cuya incorporación expresa en el capítulo general correspondiente consideramos conveniente:

1.- La de dar al proceso el trámite que legalmente corresponda cuando el requerido aparezca equivocado. Si bien puede considerarse que la referida facultad emerge implícita del art. 30 CPCCT, estimamos útil regularla de modo expreso y en el capítulo de Deberes y Facultades de los Jueces.  (Fuente: art. 24 inc. 3 CGPU; conc. art. 33 CPCMI).

2.- Se propone debatir el alcance del deber de ordenar las diligencias necesarias para el esclarecimiento de la verdad de los hechos controvertidos, sin afectar el derecho de defensa de las partes. Actualmente la facultad está prevista en el art. 39 CPCCT para ser ejercida mediante las medidas para mejor proveer antes del dictado de la resolución definitiva. (Fuente: art. 24 inc. 4 CGPU).

3.- La de disponer en cualquier momento la presencia de los testigos, de los peritos y de las partes, para requerirles las explicaciones que estime necesarias al objeto del pleito. Actualmente la facultad está prevista en el art. 39  para ser ejercida mediante las medidas para mejor proveer antes del dictado de la resolución definitiva. (Fuente: art. 24 inc. 5 CGPU).

4.- La de rechazar las pruebas inadmisibles, así como las manifiestamente innecesarias, las manifiestamente inconducentes y las manifiestamente impertinentes. El art. 300 CPCCT establece el deber del juez de desechar de oficio la prueba ofrecida sobre hechos notoriamente impertinentes. Estimamos conveniente incluir entre las facultades del juez la de rechazar las pruebas inadmisibles; y en relación con las innecesarias, inconducentes e impertinentes, añadirle el recaudo de que las referidas cualidades deben ser notorias, manifiestas o patentes (Fuente: art. 24 inc. 6 CGPU y art. 300 y conc. CPCCT).

5.- La de declarar de oficio y sin substanciación las nulidades absolutas e insubsanables (defectos en la constitución del órgano jurisdiccional, omisión de los actos que la ley impone para garantizar el derecho de terceros, o la que deriva de la alteración de la estructura esencial del procedimiento) cuando son manifiestas. La facultad está expresamente prevista en el art. 166 párrafo 3° CPCCT pero estimamos conveniente incluirla en el capítulo general de Deberes y Facultades de los Jueces. (Fuente: art. 166 CPCCT; art. 24 inc. 9 CGPU; art. 33 CPCMI).

Asimismo, proponemos mantener los deberes y facultades, expresamente contemplados en el CPCCT, actualmente vigentes.
Criterios para la Distribución de las Causas. Colegio de Jueces 

Consideramos que debe mantenerse el régimen tradicional de distribución de causas entre los jueces de un mismo fuero y jurisdicción a través de sistemas aleatorios. El método de “colegio de jueces”, utilizado especialmente en sede penal, no es viable, atento que no nos encontramos ante un proceso civil con oralidad plena. Ello sin perjuicio de que se atienda a la creación de una oficina de gestión judicial centralizada, que asuma varias de las funciones que hoy desempeñan los juzgados. La reforma procesal debe alcanzar la modificación de la estructura de los juzgados.
Oficina Judicial
El ACPCCN ha propuesto un diseño de la Oficina Judicial como una estructura única de soporte de la actividad jurisdiccional de los tribunales - con excepción de la Corte-,  destinada a apoyar la actividad jurisdiccional. Se dispone que las causas sometidas a conocimiento de los jueces serán tramitadas a través de la Oficina Judicial, la que está integrada por: 1) Unidades del Servicio Común Procesal (SCP), formado por las unidades de la Oficina Judicial, que no integran un órgano jurisdiccional concreto, y asume labores centralizadas de gestión en actuaciones jurisdiccionales. La función de las unidades del SCP es la de asistir a los órganos judiciales, y cada una estará a cargo de de un secretario, de quien dependerá funcionalmente el personal que se le destine; 2) Unidades de Apoyo, grupo de funcionarios o empleados que directamente asisten a los jueces en el ejercicio de sus funciones. Existirán tantas Unidades de Apoyo como Jueces, y contarán exclusivamente con un secretario relator, un secretario privado y un ordenanza; 3) Unidades de Gestión Administrativa, cada una a cargo de un secretario, que proveen a la jefatura, superintendencia, ordenación y gestión de los recursos humanos de la Oficina Judicial, así como sobre los medios informáticos, nuevas tecnologías y demás medios materiales..

LAS PARTES

Capacidad y Sucesión, Comparecencia y Acreditación de la personería 
Proponemos mantener el sistema actualmente vigente del CPCCT, que ha funcionado sin mayores inconvenientes. 

Proponemos que  las cuestiones que plantea la representación voluntaria sean expresamente reguladas en el nuevo Código Procesal, y una posibilidad sería hacerlo en sentido concordante con los criterios amplios adoptados por el art. 53 ACPCCN y por el art. 20.III del ACPCCM – 2016, lo que proponemos. 

Patrocinio letrado
Proponemos la inclusión dentro del CPCCT de una norma que establezca expresamente las consecuencias del incumplimiento de la obligación de intervenir en los actos del proceso con firma de letrado. Proponemos que se debata en el seno de la Comisión si el incumplimiento del citado requisito podrá ser subsanado en un plazo breve (Art. 33 ACPCCM), o se procederá a su rechazo teniendo por no presentado el escrito (su art. 37 inc. 1 CGPU y art. 49 ACPCCN).  

Justificación de la calidad

Proponemos que se mantenga el régimen actual, pero con las modificaciones que vienen impuestas por la nueva regulación contenida en el Código Civil y Comercial de la Nación en cuanto al modo de instrumentar la representación convencional. 

En efecto, en cuanto a la representación convencional, resulta interesante señalar que el Código Civil y Comercial no contiene en su art. 1017, ni en ningún otro, una norma como la del art. 1184, inc. 7º, del derogado Código Civil, que establecía que debían ser hechos en escritura pública los poderes generales o especiales que se debieran presentar en juicio, teniendo en cuenta que el art. 284 del Código Civil y Comercial contempla la libertad de formas —como también el art. 1015— al establecer que si la ley no designa una forma determinada para la exteriorización de la voluntad las partes, pueden utilizar la que estimen conveniente y pueden convenir una forma más exigente que la impuesta por la ley. A su vez el art. 363 dispone que el apoderamiento debe ser otorgado en la forma prescripta para el acto que el representante debe realizar, de donde se deriva que las partes pueden utilizar la que estimen conveniente, y que puede ser otorgado el poder en un instrumento privado.


Con el nuevo Código ya no es necesario que un poder para actuar en juicio se otorgara por instrumento público, sino sólo por instrumento privado.


Desde la doctrina se ha calificado la situación como una grave omisión legislativa, y se da como ejemplo la situación de que vigente el nuevo Código Civil y Comercial, si en un juicio en trámite donde el actor actuaba por su propio derecho se presenta en su representación el abogado invocando el poder judicial otorgado en un instrumento privado y ejerciendo las facultades de cobrar y percibir, peticionaba la extracción de los fondos dados en pago que estaban depositados en el expediente, el juez se vería obligado a ordenar su entrega (o transferencia bancaria) (Leguisamón, Héctor E., "Representación Convencional o Voluntaria en Juicio en el Código Civil y Comercial", RCCyC 2016 (marzo), 53, La Ley Online: AR/DOC/574/2016).


El Anteproyecto de Código Procesal de la Nación ha establecido un sistema en el que la designación del asistente letrado puede ser expresa o tácita, por instrumento público o privado, y la constitución de asistente letrado determina que el profesional designado actúa como representante y sus facultades son las que a estos atañen, a lo que excepcionan las facultades expresamente reservadas y las que la ley menciona. Para estas últimas se requerirá atribución expresa.


Nos parece que el sistema instaurado por el ACPCCN no brinda suficientes garantías para el funcionamiento de un instituto con las trascendentes consecuencias económicas y morales que implica la representación en juicio, puesto que no solo se están ejerciendo actos de disposición tanto al promover un pleito como al ejercer la defensa que comprometen el patrimonio y hasta la vida de una persona —piénsese en las cuestiones del derecho de familia)—, como al tramitarlo, incluso con la posibilidad de arribar a una transacción, como luego de culminado al pagar o al aceptar el pago de una sentencia de condena, sino que, por lo demás, facilitaría la tramitación de procesos simulados o fraudulentos que generarían sentencias nulas (Leguisamón, Héctor E., "Representación Convencional o Voluntaria en Juicio en el Código Civil y Comercial",RCCyC 2016 (marzo) , 53, La Ley Online: AR/DOC/574/2016).

El nuevo panorama que se presenta por las aludidas modificaciones introducidas por el Código Civil y Comercial en orden a la forma de instrumentación de los poderes, exige pensar un sistema que garantice adecuadamente la validez del proceso. Y tal sistema no puede consistir en exigir que el poder judicial se otorgue bajo la forma de instrumento público, pues tal recaudo debe estar estatuido en el código de fondo —por tratarse de una norma sustancial— y no por el código adjetivo, en tanto éste constituye una herramienta para hacer actuar el derecho de fondo (art. 75, inc. 12, CN). 

En consecuencia, y a fin de arribar a un sistema que respetando el diseño del nuevo Código garantice en la medida de lo posible la seguridad jurídica, proponemos que cuando la designación se otorgue mediante instrumento privado, sea necesaria la ratificación del instrumento privado del mandato por parte del poderdante en sede judicial, por ejemplo a través de la Oficina Judicial. 

El problema se puede plantear porque podría objetarse que la exigencia de ratificación judicial previa a la presentación implica contradecir la norma de fondo que habilita a otorgar el poder por instrumento privado.

El modo de salvar este inconveniente sería que cuando se presente el representante con instrumento privado el juez de oficio o a petición de la contraria ordene la ratificación en sede judicial. Pero el problema se plantearía igualmente con las consecuencias de la falta de ratificación.

Consideramos que la ratificación judicial previa no excede las facultades de las provincias, a quienes les compete dictar las normas necesarias para poner en práctica los códigos de fondo, toda vez que el sistema judicial debe garantizar la debida integración de la litis y la validez y subsistencia del proceso. 

Con esa precisión proponemos que se mantenga en vigencia el actual sistema regulado por el CPCCT en los siguientes artículos: art. 61 (presentación de poderes), art. 62 (casos de urgencia, gestor), art. 63 (facultades que comprende el poder), art. 64 (regulación de los supuestos de otorgamiento de poderes conjuntos), art. 65 (efectos en relación a los emplazamientos, citaciones y notificaciones), art. 66 (caso de  muerte o incapacidad del poderdante), art. 67 (caso de  muerte, incompatibilidad o incapacidad del  apoderado), art. 68 (revocación de la representación y  renuncia de la representación). 

Deberes de la Partes: Deber de Lealtad y Buena Fe. Domicilio
Lo más trascendente en la regulación del domicilio es la incorporación de la constitución del domicilio procesal electrónico. Inclusive, a más de denunciar el real, algunas leyes rituales exigen denunciar también un domicilio electrónico de los litigantes.
Complementando esto último, deben adoptarse todas las medidas procesales y administrativas tendientes a la concreción del expediente digital. La utilización de  medios electrónicos -por ejemplo, en lo que nos ocupa, el domicilio digital- es tan importante para agilizar la gestión judicial como el principio de oralidad".
Proponemos mantener la regulación vigente, contenida en los arts.70 a 77  del CPCCT, con la reforma introducida por ley 8968 del 4 de enero de 2017.
Litisconsorcio
En la regulación que se proyecte debe mantenerse la diferencia tradicional entre litisconsorcio (acumulación subjetiva) facultativo y obligatorio y las consecuencias de tal fenómeno de la pluralidad de integrantes de las partes.

Entendemos que debe dictarse una norma que disponga explícitamente la posibilidad de que el Juez de oficio o a solicitud de cualquiera de las partes pueda ordenar, hasta la celebración de la audiencia preliminar, la integración de la litis dentro de un plazo que señalará, quedando en suspenso el desarrollo del proceso mientras se cita al litigante o litigantes omitidos. Pero debería debatirse también si el Juez podrá disponer la integración de la litis cuando la eficacia de la sentencia a dictar requiera que todas las personas en situación análoga intervengan como litisconsortes en el mismo proceso, o sea, hasta el momento antes del dictado de sentencia. 

Intervención de terceros 

Proponemos que se mantenga la regulación de los arts. 85 a 93 del CPCCT actualmente vigente, que coincide en lo sustancial con el sistema de los arts. 85 a 91 del ACPCCN. No advertimos que se hayan suscitado problemas que ameriten transformaciones sustanciales en el régimen actual, más allá de las adecuaciones requeridas por las modificaciones que se plasmen en esta reforma.    

Sin perjuicio de lo expuesto resulta conveniente examinar las disposiciones de los Proyectos de Reforma que propone modificaciones sobre el tópico en análisis, a saber: el  CPCMI que regula la figura del tercero excluyente, coadyuvante y litisconsorcial; el CPGMJNPL, que sistematiza la figura del tercero excluyente, coadyuvante, asistente, y sustituyente; y el ACPCCM, que solamente regula el tercero excluyente y coadyuvante.
Deviene debatible si, a más de la regulación de la intervención de terceros, también debe reglarse bajo este título a las “tercerías”. Entendemos metodológicamente más acertado reglamentar el procedimiento de tercerías como un capítulo bajo el título de los incidentes, como lo ha proyectado el CPCM, reservando en el presente acápite, solo el tratamiento genérico de la intervención de terceros. De hecho, en el ACPCCM toda la regulación de intervención de terceros y tercerías se ha formulado fuera del título de Las Partes”. Lo mismo cabe predicar respecto de la citación de evicción, la acción subrogatoria y otras incidencias que deseen reglarse de modo diferenciado, respecto del proceso general de incidencias.

Costas
En el tema costas, el régimen actual podría mantenerse, en general, con algunas modificaciones. 

Una norma que merece debate es la que dispone que no se sustanciarán nuevos incidentes promovidos por quien hubiere sido condenado al pago de las costas en otro anterior, mientras no satisfaga su importe o, en su caso, lo dé a embargo. Este dispositivo ha sido objeto de controversia constitucional, habiendo resuelto la CSJTuc su validez. 

Más allá del debate sustancial, también deviene discutible su ubicación metodológica. Mientras el actual CPCCT regla la cuestión bajo el capítulo de “incidentes” (art. 187 segundo párrafo), el ACPCCN, bajo el capítulo de “Las costas” (art. 64). Por el contrario, otros códigos no incluyen tal requisito de admisibilidad de la promoción de un incidente, por ejemplo el CPCMI.
La regulación del capítulo luce más clara en el capítulo pertinente del ACPCCN, que contempla una casuística más detallada. Por ejemplo regla separadamente el caso de prescripción: “Si el actor se allanase a la prescripción opuesta, las costas se distribuirán en el orden causado”, no regulado en el CPCCT. Ello sin perjuicio de mantener aquellas disposiciones como el art. 115 “Independencia del Principal e Incidentes”: “La condena en costas en lo principal no varía la situación creada en los incidentes ya resueltos, en los que la imposición de las costas pudiera presentarse en forma inversa”, que no se encuentran presentes en el ACPCCN. También aparece con mejor técnica la reglamentación del ACPCCM.

También corresponde la discusión acerca del art.113 “Responsabilidad de representantes. Abogados y procuradores. En toda clase de juicio, los funcionarios judiciales, los tutores, curadores, abogados, procuradores y mandatarios que ocasionaran costas por su impericia, negligencia o mala fe serán personalmente responsables de ellas. La condenación será especialmente pronunciada por el juez o tribunal, haciendo mérito de las circunstancias que la motivaren”.

Temática semejante se encuentra reglamentada, inclusive con mayor énfasis, en el CPCMI de la siguiente manera: “Art. 70. (Responsabilidad del apoderado). El abogado o el apoderado podrán ser condenados en costas, solidariamente con su patrocinado o poderdante, cuando de su actividad surja mérito por ello en forma manifiesta”. Además el Art. 71. (Daños y perjuicios) del CPCMI prescribe seguidamente: “Cuando la mala fe o la temeridad resulten plenamente acreditadas, la parte podrá ser condenada además, a los daños y perjuicios, sea en el mismo proceso o en otro posterior. Y en caso de que su abogado o apoderado resulte también culpable, podrá ser condenada solidariamente con la parte. Ello sin perjuicio de las reclamaciones que la parte pueda efectuar por los daños y perjuicios que haya debido pagar por culpa del abogado o apoderado”. 

Es debatible la inclusión de este tipo de normas, puesto que el régimen de daños y perjuicios es de derecho común. Se estaría habilitando al juez a disponer la imposición de daños y perjuicios sin el específico proceso a tales efectos, lo que podría generar un cuestionamiento respecto del debido proceso y el derecho de defensa.  
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